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INTRODUCCIÓN
En nuestro ordenamiento jurídico no existe definición legal alguna del concepto de situaciones 
administrativas. Pese a ello, se entiende por situaciones administrativas la posición jurídica en la que 
se encuentra en cada momento el funcionariado público en su relación con la Administración a la que 
está vinculado y de la que se derivan derechos y obligaciones que están legal o reglamentariamente 
determinados.

Corresponde al Gobierno de la Nación la competencia exclusiva para fijar las bases de las situaciones 
administrativas por constituir un aspecto fundamental del estatuto jurídico del funcionariado público, 
correspondiendo a las Comunidades Autónomas las competencias de desarrollo legislativo y de 
ejecución de estas situaciones administrativas, así como la posibilidad de crear otras situaciones 
administrativas diferentes, que dejan de tener carácter básico.

Las situaciones administrativas de los funcionarios públicos se encuentran reguladas en los artículos 
del 85 al 91 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público .

En el ámbito de la administración de justicia, las situaciones administrativas del personal funcionario 
que integra los Cuerpos de Médicos Forenses, de Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y 
Ciencias Forenses, de Gestión Procesal y Administrativa, de Técnicos Especialistas del Instituto Nacional 
de Toxicología y Ciencias Forenses, de Tramitación Procesal y Administrativa, de Auxilio Judicial y de 
Ayudantes de Laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses (artículo 506.1 en 
relación con el artículo 470.1 de la LOPJ) se encuentran reguladas en los artículos del 506 al 514 de la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial .

EL CUERPO DE LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA:
En cuanto al Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, sus situaciones administrativas 
se encuentran reguladas en el artículo 445 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que, literalmente, 
dice que  “Las situaciones administrativas en que se puedan hallar los Letrados de la Administración 
de Justicia, así como su jubilación, serán iguales y procederá su declaración en los supuestos y con 
los efectos establecidos en esta Ley Orgánica para Jueces y Magistrados”, estando éstas reguladas 
en los artículos 348 al 369 de la misma LOPJ (aunque con algunas salvedades en lo relativo a los 
servicios especiales y a la dispensa para asistir a su puesto de trabajo).

De la mera lectura de los vigentes preceptos de nuestro ordenamiento jurídico (artículo 85.1 del R.D.Leg. 
5/2015 y primer párrafo del artículo 506 de la L.O.P.J.), se constata que, únicamente, corresponde a los 
funcionarios de carrera encontrarse en alguna de estas situaciones administrativas, sin que exista la 
posibilidad que el funcionario interino pueda acceder a referidas situaciones administrativas. 

Sin embargo, cuando se dan unas circunstancias muy concretas, el Tribunal Constitucional  ha 
amparado el derecho de funcionarias interinas de larga duración a solicitar y que le sea concedida la 
excedencia por cuidado de hijo sin que ello, en ningún caso, represente un derecho de permanencia. 

En base y fundamento a referidos preceptos legales y demás normas del ordenamiento jurídico que 
se hacen constar en los anexos al final de este documento las situaciones administrativas en que 
puede encontrarse el personal al servicio de la administración de justicia son las que se reseñan en los 
siguientes cuadros.
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CUADRO I.- SERVICIO ACTIVO 
(Artículo 507 L.O.P.J.)

CARACTERÍSTICAS OBSERVACIONES
Los funcionarios de los cuerpos a que se refiere el Libro VI de la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial se hallarán en situación 
de servicio activo cuando desempeñen un puesto de trabajo en alguno 
de los siguientes centros de destino:
�� Cada uno de los servicios comunes procesales.
�� El conjunto de unidades procesales de apoyo directo a órganos 

judiciales que radiquen en el mismo municipio.
�� El Registro Civil Central y los Registros Civiles Únicos de cada 

localidad, donde los hubiese.
�� Cada una de las Fiscalías o Adscripciones de Fiscalías.
�� En los Institutos de Medicina Legal, aquellos que su norma de creación 

establezca como tales.
�� En el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, aquellos 

que su norma de creación establezca como tales.
�� La Mutualidad General Judicial.
�� Cada Oficina judicial de apoyo directo a Juzgados de Paz de más de 

7.000 habitantes o de menos de 7.000 habitantes, dotados de plantilla 
funcionarial en razón de su carga de trabajo.
�� El Gabinete Técnico del Tribunal Supremo.
�� Las Secretarías de Gobierno.
�� Además, también se considerarán en servicio activo, los citados 

funcionarios:
�� Cuando presten servicios en el Tribunal Constitucional, Consejo 

General del Poder Judicial y en el Tribunal de Cuentas, salvo que, de 
conformidad con lo previsto en las legislaciones específicas de los citados 
órganos constitucionales les corresponda quedar en otra situación.
�� Cuando presten sus servicios en las Cortes Generales, de conformidad 

con lo dispuesto en el Estatuto General de las mismas y no les 
corresponda quedar en otra situación.
�� Cuando accedan a la condición de miembros de las asambleas 

legislativas de las comunidades autónomas y no perciban retribuciones 
periódicas por el desempeño de las funciones.
�� Cuando accedan a la condición de miembros de las corporaciones 

locales, salvo que desempeñen cargo retribuido y de dedicación exclusiva 
en las mismas.
�� Cuando presten servicios en los Gabinetes de la Presidencia del 

Gobierno, de los Ministros y de los Secretarios de Estado y opten por 
permanecer en dicha situación.
�� Cuando accedan a puestos de trabajo de otras Administraciones 

públicas en tanto las relaciones de puestos de trabajo, contengan 
expresa previsión al efecto.
�� Cuando ocupen un puesto de trabajo en la Mutualidad General 

Judicial, adscrito a funcionarios de la Administración de Justicia.
�� Cuando cesen en un puesto de trabajo por haber obtenido otro 

mediante procedimientos de provisión de puestos de trabajo, durante 
el plazo posesorio.
�� Cuando por razón de su condición de funcionarios presten servicios 

en organismos o entes públicos.
�� Cuando así se determine en una norma con rango de ley.

Los funcionarios en situación de servicio activo 
tienen todos los derechos, prerrogativas, 
deberes y responsabilidades inherentes a su 
condición, a saber:

Retribuciones: las del puesto.

Cómputo de servicios: todos.

Reserva de puesto: la del puesto.

El disfrute de licencias o permisos 
reglamentarios, no alterará la situación de 
servicio activo.
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CUADRO II-SERVICIOS ESPECIALES
(Artículo 508 L.O.P.J. y Artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 23.2 del Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, por 

el que se aprueba el Reglamento de Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la 
Administración General del Estado)

CARACTERÍSTICAS OBSERVACIONES
Los funcionarios de carrera de los cuerpos a que se refiere el Libro VI de la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial serán declarados en la 
situación de servicios especiales:
•	Cuando sean autorizados para realizar una misión por período determi-
nado superior a seis meses en Organismos internacionales, Gobiernos o 
Entidades públicas extranjeras o en programas de cooperación internacio-
nal.
•	Cuando adquieran la condición de funcionarios al servicio de Organi-
zaciones internacionales o de carácter supranacional.
•	Cuando sean nombrados miembros del Gobierno o de los órganos de go-
bierno de las Comunidades Autónomas o altos cargos de las respectivas 
Administraciones públicas que no deban ser provistos necesariamente por 
funcionarios públicos.
•	Cuando sean elegidos por las Cortes Generales para formar parte de los 
Organos Constitucionales u otros cuya elección corresponda a las Cámaras.
•	Cuando sean adscritos a los servicios del Tribunal Constitucional o del 
Defensor del Pueblo o destinados al Tribunal de Cuentas, en los términos 
previstos en el artículo 93.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, o presten servicios 
en los Organos técnicos del Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 146.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, modificada por la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre.
•	Cuando accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Ge-
nerales.
•	Cuando accedan a la condición de miembros de las Asambleas Legisla-
tivas de las Comunidades Autónomas, si perciben retribuciones periódicas 
por el desempeño de la función.
•	Cuando no perciban dichas retribuciones podrán optar entre permanecer 
en la situación de servicio activo o pasar a la de servicios especiales, sin 
perjuicio de la normativa que dicten las Comunidades Autónomas sobre in-
compatibilidades de los miembros de las Asambleas Legislativas.
•	Cuando desempeñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclu-
siva en las Corporaciones Locales.
•	Cuando presten servicios en puestos de trabajo de niveles incluidos en el 
intervalo correspondiente a su Cuerpo y Escala, en los Gabinetes de la Pres-
idencia del Gobierno, de los Ministros o de los Secretarios de Estado, y opten 
por pasar a esta situación, conforme al artículo 29.2.i) de la Ley 30/1984, de 2 
de agosto. Asimismo, cuando presten servicios en puestos de niveles no in-
cluidos en el intervalo correspondiente al Grupo en el que figure clasificado 
su Cuerpo o Escala en los Gabinetes de la Presidencia del Gobierno, de los 
Ministros, Secretarios de Estado, Delegados del Gobierno y Gobernadores 
Civiles.
•	Cuando sean nombrados para cualquier cargo de carácter político del 
que se derive incompatibilidad para ejercer la función pública.
•	Cuando cumplan el servicio militar o prestación social sustitutoria equiv-
alente.
•	Cuando sean elegidos miembros del Parlamento Europeo.
•	Cuando ostenten la condición de Comisionados parlamentarios de Co-
munidad Autónoma o Adjuntos de éstos, según lo dispuesto en la Ley 
36/1985, de 6 de noviembre, de prerrogativas y garantías de las figuras sim-
ilares al Defensor del Pueblo y régimen de colaboración y coordinación de 
las mismas

Los funcionarios en situación de servicio activo 
tienen todos los derechos, prerrogativas, 
deberes y responsabilidades inherentes a su 
condición, a saber:

Retribuciones: las del puesto.

Cómputo de servicios: todos.

Reserva de puesto: la del puesto.

El disfrute de licencias o permisos 
reglamentarios, no alterará la situación de 
servicio activo.
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CUADRO III.- EXCEDENCIA VOLUNTARIA POR 
CUIDADO DE FAMILIARES

(Artículo 509 L.O.P.J.)
CARACTERÍSTICAS OBSERVACIONES
�� Para cuidado de hijo: tanto por naturaleza, 

adopción o acogimiento. 

�� Para el cuidado de un familiar a su 
cargo hasta el segundo grado, inclusive, de 
consanguinidad o afinidad. 

�� Período de excedencia único por cada sujeto 
causante: hijo o familiar.

Retribuciones: Ninguna.

Cómputo de servicios: El tiempo de permanencia en esta situación 
será computable a efectos de trienios, carrera y derechos en el 
régimen de Seguridad Social que sea de aplicación.

Reserva de puesto: Durante los dos primeros años, al menos, se 
reserva el mismo puesto de trabajo que se venía desempeñando. 
El tercer año, reserva de puesto de trabajo en la misma localidad e 
idéntica retribución.

Solicitud: instancia al responsable del departamento de la gestión 
del personal al servicio de la administración de justicia que tenga 
competencias en materia de administración de justicia del territorio 
correspondiente, a la que habrá de acompañarse copia del libro de 
familia (para justificar parentesco), certificado médico (para cuidado de 
familiar), D.N.I., en su caso, del enfermo y certificación acreditativa de 
que el mismo no desempeña actividad retribuida y declaración jurada 
de que dicha excedencia se utilizará para cuidar del enfermo y que en 
ningún caso desempeñará otra actividad que impida o menoscabe el 
cuidado del hijo.

Reingreso: instancia al responsable del departamento de la gestión 
del personal al servicio de la administración de justicia que tenga 
competencias en materia de administración de justicia del territorio 
correspondiente y, como máximo, antes de la finalización del período 
de 3 años de excedencia, de lo contrario se pasa a la situación de 
excedencia voluntaria por interés particular.

Limitaciones: Si dos funcionarios generan el derecho, la 
administración puede limitar su ejercicio simultáneo por razones 
justificadas relacionadas con el funcionamiento de los servicios.
Sin embargo, los funcionarios en esta situación podrán participar en 
los cursos de formación que convoque la Administración.
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CUADRO IV.-EXCEDENCIA VOLUNTARIA POR 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS EN EL SECTOR PÚBLICO

(Artículo 510.1 L.O.P.J y Artículo 15 del Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba 
el Reglamento de Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la Administración 

General del Estado)
CARACTERÍSTICAS OBSERVACIONES
�� Procede declararla de oficio o a instancia del funcionario 

de carrera.
�� Encontrarse en servicio activo en otro cuerpo o escala 

de cualquiera de las Administraciones públicas y a los 
que pasen a prestar servicios como personal laboral fijo 
en organismos o entidades del sector público y no les 
corresponda quedar en las situaciones de servicio activo 
o servicios especiales, salvo que hubieran obtenido la 
oportuna compatibilidad.
�� A estos efectos se consideran incluidas en el sector público, 

aquellas empresas controladas por las Administraciones 
públicas por cualquiera de los medios previstos en la 
legislación mercantil, y en las que la participación directa o 
indirecta de las citadas Administraciones públicas sea igual 
o superior al porcentaje legalmente establecido.
�� Igualmente se estará en esta situación de excedencia 

en el caso de los funcionarios del Estado integrados 
en la función pública de las Comunidades Autónomas 
que ingresen voluntariamente en Cuerpos o Escalas de 
funcionarios propios de las mismas distintos a aquellos en 
que inicialmente se hubieran integrado.
�� En ningún caso se puede declarar en esta situación de 

excedencia a un funcionario de carrera que desempeñe 
puestos con carácter de funcionario interino o de personal 
laboral temporal.
�� La duración de esta excedencia viene establecida por la 

prestación de servicios en la otra actividad.

Retribuciones: las del puesto efectivamente ocupado.

Cómputo de servicios: los del puesto efectivamente 
ocupado.

Reserva de puesto: No.

Reingreso: instancia al responsable del departamento 
de la gestión del personal al servicio de la administración 
de justicia que tenga competencias en materia de 
administración de justicia del territorio correspondiente, 
dentro del mes siguiente al cese en la otra actividad, 
pasando a la situación de excedencia por interés particular 
de no efectuarse en dicho plazo.
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CUADRO V.- EXCEDENCIA VOLUNTARIA POR 
INTERÉS PARTICULAR

(Artículo 510 L.O.P.J y Artículo 16 del Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, 
por el que se aprueba el Reglamento de Situaciones Administrativas de los 

Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado)
CARACTERÍSTICAS OBSERVACIONES
Procede declararla a petición del funcionario de 
carrera o de oficio en aquellos supuestos que legal o 
reglamentariamente estén establecidos y cuando no se 
haya reingresado al servicio activo dentro de los plazos 
previstos para otras situaciones administrativas.

En los supuestos que el funcionario prefiera desempeñar 
puestos con carácter de funcionario interino o personal 
laboral temporal.

Es preciso haber prestado servicios efectivos en cualquiera 
de las Administraciones Públicas durante los cinco años 
inmediatamente anteriores a la solicitud.

No procederá cuando el funcionario de carrera se encuentre 
sometido a expediente disciplinario.
Su concesión está subordinada a las necesidades del 
servicio.

Retribuciones: No.
Cómputo de servicios: No.
Reserva de puesto: No.
Reingreso: instancia al responsable del departamento 
de la gestión del personal al servicio de la administración 
de justicia que tenga competencias en materia de 
administración de justicia del territorio correspondiente.
Duración Mínima: dos años continuados.
Duración Máxima: Número de años equivalente a los que 
el funcionario acredite haber prestado en cualquiera de 
las Administraciones Públicas, con un máximo de quince; 
en todo caso, en la resolución por la que se declare esta 
situación se expresará el plazo máximo de duración de la 
misma. La falta de petición de reingreso al servicio activo 
dentro de dicho plazo comportará la pérdida de la condición 
de funcionario.

CUADRO VI.- EXCEDENCIA VOLUNTARIA POR 
AGRUPACIÓN FAMILIAR

(Artículo 510.1 L.O.P.J y Artículo 17 del Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba 
el Reglamento de Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la Administración 

General del Estado)
CARACTERÍSTICAS REQUISITOS
Se podrá conceder a todo funcionario de carrera cuyo 
cónyuge resida en otro municipio por haber obtenido y estar 
desempeñando un puesto de trabajo de carácter definitivo, 
como funcionario de carrera o como laboral, en cualquier 
Administración pública, Organismo autónomo o Entidad 
Gestora de la Seguridad Social, así como en Órganos 
Constitucionales o del Poder Judicial.

No es necesario acreditar la prestación de servicios 
efectivos previos.

Retribuciones: No.
Cómputo de servicios: No.
Reserva de puesto: No.
Reingreso: instancia al responsable del departamento 
de la gestión del personal al servicio de la administración 
de justicia que tenga competencias en materia de 
administración de justicia del territorio correspondiente.
Duración Mínima: dos años.
Duración Máxima: Quince años. Antes de finalizar el período 
máximo de duración de esta situación administrativa deberá 
solicitarse el reingreso al servicio activo, declarándose, de 
no hacerlo, de oficio la situación de excedencia voluntaria 
por interés particular.
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CUADRO VII.- 
SUSPENSIÓN DE FUNCIONES

(Artículo 511 L.O.P.J y Artículos 20, 21 y 22 del Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, por el 
que se aprueba el Reglamento de Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la 

Administración General del Estado)
CARACTERÍSTICAS REQUISITOS
Podrá acordarse preventivamente, durante la tramitación 
de un procedimiento judicial o disciplinario.
Podrá ser provisional o definitiva.

Tendrá lugar en los casos siguientes:

a) Cuando por cualquier delito doloso el instructor del 
proceso penal la adopte como medida cautelar. En todo 
caso se acordará cuando se hubiere dictado auto de prisión, 
de libertad bajo fianza, de procesamiento o de apertura de 
juicio oral en el procedimiento abreviado.

b) Durante la tramitación de un expediente disciplinario, 
por la autoridad que ordenó la incoación del expediente, 
no pudiendo exceder esta suspensión de seis meses, salvo 
en caso de paralización del procedimiento imputable al 
interesado.

c) Cuando el funcionario no pudiese acudir a su puesto 
de trabajo como consecuencia de haber sido privado por 
un juez o tribunal, con ocasión de un proceso penal, del 
derecho a residir en determinados lugares o de acercarse 
a determinadas personas.

La suspensión provisional no podrá exceder en ningún 
caso de seis meses, salvo en caso de paralización del 
procedimiento imputable al interesado.

Si la suspensión provisional deviene en suspensión firme 
el tiempo consumido en suspensión provisional computa a 
los efectos de la suspensión firme. 

Retribuciones: En la suspensión provisional, se tendrá 
derecho a percibir el 75 por 100 de su sueldo, trienios y 
pagas extraordinarias, así como la totalidad de la prestación 
económica por hijo a cargo, excepto en caso de paralización 
del expediente imputable al interesado, que comportará la 
pérdida de toda retribución mientras se mantenga dicha 
paralización. Asimismo, no se acreditará haber alguno en 
caso de incomparecencia en el procedimiento disciplinario 
o proceso penal. Si la suspensión no es declarada firme, 
conllevará el reconocimiento de los derechos económicos 
y demás que procedan desde la fecha de efectos de la 
suspensión

Cómputo de servicios: Si la suspensión no deviene en 
firme el tiempo de suspensión provisional computa como 
servicios a todos los efectos.

Reserva de puesto: Si la suspensión no deviene en firme, 
se tiene derecho a la incorporación al mismo puesto de 
trabajo.

Reingreso: El funcionario que haya perdido su puesto de 
trabajo como consecuencia de condena o sanción deberá 
solicitar el reingreso al servicio activo con un mes de 
antelación a la finalización del período de duración de la 
suspensión. Dicho reingreso tendrá efectos económicos 
y administrativos desde la fecha de extinción de la 
responsabilidad penal o disciplinaria. De no solicitarse 
el reingreso en el tiempo señalado en el párrafo anterior, 
se le declarará, de oficio, en la situación de excedencia 
voluntaria por interés particular, con efectos desde la fecha 
de finalización de la sanción.
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CUADRO VIII.- EXCEDENCIA PARA LAS VÍCTIMAS 
POR VIOLENCIA DE GÉNERO

(Artículo 89.5 R.D.Leg. 5/2015, EBEP y Artículo 474.1 L.O.P.J.)
CARACTERÍSTICAS REQUISITOS
Se puede solicitar por las víctimas de violencia de género.

Su objeto es hacer efectiva su protección o su derecho a la 
asistencia social integral.

No es necesario acreditar periodo de carencia de servicios 
prestados, tampoco tiene plazo exigible de permanencia en 
esta situación.

Concesión inicial por 6 meses, pudiendo ser prorrogada 
por plazo de 3 meses hasta un máximo de 18 meses.

Es totalmente compatible con otras ayudas y servicios de 
protección proporcionados por otras Administraciones.

Retribuciones: Durante los dos primeros meses de esta 
excedencia la funcionaria tendrá derecho a percibir las 
retribuciones íntegras y, en su caso, las prestaciones 
familiares por hijo a cargo.

Cómputo de servicios: Computa a efectos de antigüedad, 
carrera y derechos del régimen de Seguridad Social que 
sea de aplicación.

Reserva de puesto: Durante los 6 primeros meses. 
Prorrogable por tres meses, con un máximo de dieciocho, 
a fin de garantizar la efectividad del derecho de protección 
de la víctima, siempre que las actuaciones judiciales así lo 
exigieran.

CUADRO IX.- EXCEDENCIA POR HABER 
SUFRIDO DAÑOS FÍSICOS O PSÍQUICOS COMO 

CONSECUENCIA DE LA ACTIVIDAD TERRORISTA
(Artículo 89.6 R.D.Leg. 5/2015, EBEP y Artículo 474.1 L.O.P.J.)

CARACTERÍSTICAS REQUISITOS
Es necesario que exista previo reconocimiento del Ministerio 
del Interior o sentencia judicial firme.

No es necesario acreditar periodo de carencia de servicios 
prestados, tampoco tiene plazo exigible de permanencia en 
esta situación.

Concesión inicial por 6 meses, pudiendo ser prorrogada 
por plazo de 3 meses hasta un máximo de 18 meses.

Es totalmente compatible con otras ayudas y servicios de 
protección proporcionados por otras Administraciones.

Retribuciones: Durante los dos primeros meses de esta 
excedencia la funcionaria tendrá derecho a percibir las 
retribuciones íntegras y, en su caso, las prestaciones 
familiares por hijo a cargo.

Cómputo de servicios: Computa a efectos de antigüedad, 
carrera y derechos del régimen de Seguridad Social que 
sea de aplicación.

Reserva de puesto: Durante los 6 primeros meses. 
Prorrogable por tres meses, con un máximo de dieciocho, 
a fin de garantizar la efectividad del derecho de protección 
de la víctima, siempre que las actuaciones judiciales así lo 
exigieran.
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  ANEXO I
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la 

Ley del Estatuto Básico del Empleado Público:

Artículo 85. Situaciones administrativas de los funcionarios de carrera

1. Los funcionarios de carrera se hallarán en alguna de las siguientes situaciones:

a) Servicio activo.

b) Servicios especiales.

c) Servicio en otras Administraciones Públicas.

d) Excedencia.

e) Suspensión de funciones.

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto podrán regular otras 
situaciones administrativas de los funcionarios de carrera, en los supuestos, en las condiciones y con los 
efectos que en las mismas se determinen, cuando concurra, entre otras, alguna de las circunstancias 
siguientes:

a) Cuando por razones organizativas, de reestructuración interna o exceso de personal, resulte una 
imposibilidad transitoria de asignar un puesto de trabajo o la conveniencia de incentivar la cesación 
en el servicio activo.

b) Cuando los funcionarios accedan, bien por promoción interna o por otros sistemas de acceso, 
a otros cuerpos o escalas y no les corresponda quedar en alguna de las situaciones previstas en 
este Estatuto, y cuando pasen a prestar servicios en organismos o entidades del sector público en 
régimen distinto al de funcionario de carrera.

Dicha regulación, según la situación administrativa de que se trate, podrá conllevar garantías de índole 
retributiva o imponer derechos u obligaciones en relación con el reingreso al servicio activo.

Artículo 86. Servicio activo

1. Se hallarán en situación de servicio activo quienes, conforme a la normativa de función pública 
dictada en desarrollo del presente Estatuto, presten servicios en su condición de funcionarios públicos 
cualquiera que sea la Administración u organismo público o entidad en el que se encuentren destinados 
y no les corresponda quedar en otra situación.

2. Los funcionarios de carrera en situación de servicio activo gozan de todos los derechos inherentes a 
su condición de funcionarios y quedan sujetos a los deberes y responsabilidades derivados de la misma. 
Se regirán por las normas de este Estatuto y por la normativa de función pública de la Administración 
Pública en que presten servicios.

Artículo 87. Servicios especiales

1. Los funcionarios de carrera serán declarados en situación de servicios especiales:

a) Cuando sean designados miembros del Gobierno o de los órganos de gobierno de las comunidades 
autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, miembros de las Instituciones de la Unión Europea o de 
las organizaciones internacionales, o sean nombrados altos cargos de las citadas Administraciones 
Públicas o Instituciones.
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b) Cuando sean autorizados para realizar una misión por periodo determinado superior a seis 
meses en organismos internacionales, gobiernos o entidades públicas extranjeras o en programas 
de cooperación internacional.

c) Cuando sean nombrados para desempeñar puestos o cargos en organismos públicos o 
entidades, dependientes o vinculados a las Administraciones Públicas que, de conformidad con lo 
que establezca la respectiva Administración Pública, estén asimilados en su rango administrativo a 
altos cargos.

d) Cuando sean adscritos a los servicios del Tribunal Constitucional o del Defensor del Pueblo o 
destinados al Tribunal de Cuentas en los términos previstos en el artículo 93.3 de la Ley 7/1988, de 
5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

e) Cuando accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Generales o miembros de las 
asambleas legislativas de las comunidades autónomas si perciben retribuciones periódicas por la 
realización de la función. Aquellos que pierdan dicha condición por disolución de las correspondientes 
cámaras o terminación del mandato de las mismas podrán permanecer en la situación de servicios 
especiales hasta su nueva constitución.

f) Cuando se desempeñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclusiva en las Asambleas de 
las ciudades de Ceuta y Melilla y en las entidades locales, cuando se desempeñen responsabilidades 
de órganos superiores y directivos municipales y cuando se desempeñen responsabilidades 
de miembros de los órganos locales para el conocimiento y la resolución de las reclamaciones 
económico-administrativas.

g) Cuando sean designados para formar parte del Consejo General del Poder Judicial o de los 
consejos de justicia de las comunidades autónomas.

h) Cuando sean elegidos o designados para formar parte de los Órganos Constitucionales o de los 
órganos estatutarios de las comunidades autónomas u otros cuya elección corresponda al Congreso 
de los Diputados, al Senado o a las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.

i) Cuando sean designados como personal eventual por ocupar puestos de trabajo con funciones 
expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento político y no opten por permanecer 
en la situación de servicio activo.

j) Cuando adquieran la condición de funcionarios al servicio de organizaciones internacionales.

k) Cuando sean designados asesores de los grupos parlamentarios de las Cortes Generales o de 
las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.

l) Cuando sean activados como reservistas voluntarios para prestar servicios en las Fuerzas 
Armadas.

2. Quienes se encuentren en situación de servicios especiales percibirán las retribuciones del puesto o 
cargo que desempeñen y no las que les correspondan como funcionarios de carrera, sin perjuicio del 
derecho a percibir los trienios que tengan reconocidos en cada momento. El tiempo que permanezcan 
en tal situación se les computará a efectos de ascensos, reconocimiento de trienios, promoción interna 
y derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación. No será de aplicación a los 
funcionarios públicos que, habiendo ingresado al servicio de las instituciones comunitarias europeas, 
o al de entidades y organismos asimilados, ejerciten el derecho de transferencia establecido en el 
estatuto de los funcionarios de las Comunidades Europeas.
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3. Quienes se encuentren en situación de servicios especiales tendrán derecho, al menos, a reingresar 
al servicio activo en la misma localidad, en las condiciones y con las retribuciones correspondientes 
a la categoría, nivel o escalón de la carrera consolidados, de acuerdo con el sistema de carrera 
administrativa vigente en la Administración Pública a la que pertenezcan. Tendrán, asimismo, los 
derechos que cada Administración Pública pueda establecer en función del cargo que haya originado 
el pase a la mencionada situación. En este sentido, las Administraciones Públicas velarán para que 
no haya menoscabo en el derecho a la carrera profesional de los funcionarios públicos que hayan 
sido nombrados altos cargos, miembros del Poder Judicial o de otros órganos constitucionales o 
estatutarios o que hayan sido elegidos alcaldes, retribuidos y con dedicación exclusiva, presidentes 
de diputaciones o de cabildos o consejos insulares, Diputados o Senadores de las Cortes Generales 
y miembros de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas. Como mínimo, estos 
funcionarios recibirán el mismo tratamiento en la consolidación del grado y conjunto de complementos 
que el que se establezca para quienes hayan sido directores generales y otros cargos superiores de la 
correspondiente Administración Pública.

4. La declaración de esta situación procederá en todo caso, en los supuestos que se determinen en el 
presente Estatuto y en las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del mismo.

Artículo 88. Servicio en otras Administraciones Públicas

1. Los funcionarios de carrera que, en virtud de los procesos de transferencias o por los procedimientos 
de provisión de puestos de trabajo, obtengan destino en una Administración Pública distinta, serán 
declarados en la situación de servicio en otras Administraciones Públicas. Se mantendrán en esa 
situación en el caso de que por disposición legal de la Administración a la que acceden se integren 
como personal propio de ésta.

2. Los funcionarios transferidos a las comunidades autónomas se integran plenamente en la 
organización de la Función Pública de las mismas, hallándose en la situación de servicio activo en la 
Función Pública de la comunidad autónoma en la que se integran.

Las comunidades autónomas al proceder a esta integración de los funcionarios transferidos como 
funcionarios propios, respetarán el Grupo o Subgrupo del cuerpo o escala de procedencia, así como los 
derechos económicos inherentes a la posición en la carrera que tuviesen reconocido.

Los funcionarios transferidos mantienen todos sus derechos en la Administración Pública de origen 
como si se hallaran en servicio activo de acuerdo con lo establecido en los respectivos Estatutos de 
Autonomía.

Se reconoce la igualdad entre todos los funcionarios propios de las comunidades autónomas con 
independencia de su Administración de procedencia.

3. Los funcionarios de carrera en la situación de servicio en otras Administraciones Públicas que se 
encuentren en dicha situación por haber obtenido un puesto de trabajo mediante los sistemas de 
provisión previstos en este Estatuto, se rigen por la legislación de la Administración en la que estén 
destinados de forma efectiva y conservan su condición de funcionario de la Administración de origen 
y el derecho a participar en las convocatorias para la provisión de puestos de trabajo que se efectúen 
por esta última. El tiempo de servicio en la Administración Pública en la que estén destinados se les 
computará como de servicio activo en su cuerpo o escala de origen.

4. Los funcionarios que reingresen al servicio activo en la Administración de origen, procedentes de la 
situación de servicio en otras Administraciones Públicas, obtendrán el reconocimiento profesional de 
los progresos alcanzados en el sistema de carrera profesional y sus efectos sobre la posición retributiva 
conforme al procedimiento previsto en los convenios de Conferencia Sectorial y demás instrumentos 
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de colaboración que establecen medidas de movilidad interadministrativa, previstos en el artículo 84 
del presente Estatuto. En defecto de tales convenios o instrumentos de colaboración, el reconocimiento 
se realizará por la Administración Pública en la que se produzca el reingreso.

Artículo 89. Excedencia.

1. La excedencia de los funcionarios de carrera podrá adoptar las siguientes modalidades:

a) Excedencia voluntaria por interés particular.

b) Excedencia voluntaria por agrupación familiar.

c) Excedencia por cuidado de familiares.

d) Excedencia por razón de violencia de género.

e) Excedencia por razón de violencia terrorista.

2. Los funcionarios de carrera podrán obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando 
hayan prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante un periodo 
mínimo de cinco años inmediatamente anteriores.

No obstante, las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán 
establecer una duración menor del periodo de prestación de servicios exigido para que el funcionario 
de carrera pueda solicitar la excedencia y se determinarán los periodos mínimos de permanencia en 
la misma.

La concesión de excedencia voluntaria por interés particular quedará subordinada a las necesidades 
del servicio debidamente motivadas. No podrá declararse cuando al funcionario público se le instruya 
expediente disciplinario.

Procederá declarar de oficio la excedencia voluntaria por interés particular cuando finalizada la causa 
que determinó el pase a una situación distinta a la de servicio activo, se incumpla la obligación de 
solicitar el reingreso al servicio activo en el plazo en que se determine reglamentariamente.

Quienes se encuentren en situación de excedencia por interés particular no devengarán retribuciones, 
ni les será computable el tiempo que permanezcan en tal situación a efectos de ascensos, trienios y 
derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación.

3. Podrá concederse la excedencia voluntaria por agrupación familiar sin el requisito de haber prestado 
servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante el periodo establecido a 
los funcionarios cuyo cónyuge resida en otra localidad por haber obtenido y estar desempeñando un 
puesto de trabajo de carácter definitivo como funcionario de carrera o como laboral fijo en cualquiera 
de las Administraciones Públicas, organismos públicos y entidades de derecho público dependientes 
o vinculados a ellas, en los Órganos Constitucionales o del Poder Judicial y órganos similares de las 
comunidades autónomas, así como en la Unión Europea o en organizaciones internacionales.

Quienes se encuentren en situación de excedencia voluntaria por agrupación familiar no devengarán 
retribuciones, ni les será computable el tiempo que permanezcan en tal situación a efectos de ascensos, 
trienios y derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación.

4. Los funcionarios de carrera tendrán derecho a un período de excedencia de duración no superior a 
tres años para atender al cuidado de cada hijo, tanto cuando lo sea por naturaleza como por adopción, 
o de cada menor sujeto a guarda con fines de adopción o acogimiento permanente, a contar desde la 
fecha de nacimiento o, en su caso, de la resolución judicial o administrativa.
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También tendrán derecho a un período de excedencia de duración no superior a tres años, para 
atender al cuidado de un familiar que se encuentre a su cargo, hasta el segundo grado inclusive de 
consanguinidad o afinidad que por razones de edad, accidente, enfermedad o discapacidad no pueda 
valerse por sí mismo y no desempeñe actividad retribuida.

El período de excedencia será único por cada sujeto causante. Cuando un nuevo sujeto causante diera 
origen a una nueva excedencia, el inicio del período de la misma pondrá fin al que se viniera disfrutando.

En el caso de que dos funcionarios generasen el derecho a disfrutarla por el mismo sujeto causante, 
la Administración podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones justificadas relacionadas con el 
funcionamiento de los servicios.

El tiempo de permanencia en esta situación será computable a efectos de trienios, carrera y derechos 
en el régimen de Seguridad Social que sea de aplicación. El puesto de trabajo desempeñado se 
reservará, al menos, durante dos años. Transcurrido este periodo, dicha reserva lo será a un puesto en 
la misma localidad y de igual retribución.

Los funcionarios en esta situación podrán participar en los cursos de formación que convoque la 
Administración.

5. Las funcionarias víctimas de violencia de género, para hacer efectiva su protección o su derecho a 
la asistencia social integral, tendrán derecho a solicitar la situación de excedencia sin tener que haber 
prestado un tiempo mínimo de servicios previos y sin que sea exigible plazo de permanencia en la 
misma.

Durante los seis primeros meses tendrán derecho a la reserva del puesto de trabajo que desempeñaran, 
siendo computable dicho período a efectos de antigüedad, carrera y derechos del régimen de Seguridad 
Social que sea de aplicación.

Cuando las actuaciones judiciales lo exigieran se podrá prorrogar este periodo por tres meses, con 
un máximo de dieciocho, con idénticos efectos a los señalados anteriormente, a fin de garantizar la 
efectividad del derecho de protección de la víctima.

Durante los dos primeros meses de esta excedencia la funcionaria tendrá derecho a percibir las 
retribuciones íntegras y, en su caso, las prestaciones familiares por hijo a cargo.

6. Los funcionarios que hayan sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la actividad 
terrorista, así como los amenazados en los términos del artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, 
de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, previo reconocimiento del 
Ministerio del Interior o de sentencia judicial firme, tendrán derecho a disfrutar de un periodo de 
excedencia en las mismas condiciones que las víctimas de violencia de género.

Dicha excedencia será autorizada y mantenida en el tiempo en tanto que resulte necesaria para la 
protección y asistencia social integral de la persona a la que se concede, ya sea por razón de las 
secuelas provocadas por la acción terrorista, ya sea por la amenaza a la que se encuentra sometida, 
en los términos previstos reglamentariamente.

Artículo 90. Suspensión de funciones

1. El funcionario declarado en la situación de suspensión quedará privado durante el tiempo de 
permanencia en la misma del ejercicio de sus funciones y de todos los derechos inherentes a la 
condición. La suspensión determinará la pérdida del puesto de trabajo cuando exceda de seis meses.

2. La suspensión firme se impondrá en virtud de sentencia dictada en causa criminal o en virtud de 
sanción disciplinaria. La suspensión firme por sanción disciplinaria no podrá exceder de seis años.
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3. El funcionario declarado en la situación de suspensión de funciones no podrá prestar servicios en 
ninguna Administración Pública ni en los organismos públicos, agencias, o entidades de derecho 
público dependientes o vinculadas a ellas durante el tiempo de cumplimiento de la pena o sanción.

4. Podrá acordarse la suspensión de funciones con carácter provisional con ocasión de la tramitación 
de un procedimiento judicial o expediente disciplinario, en los términos establecidos en este Estatuto.

Artículo 91. Reingreso al servicio activo

Reglamentariamente se regularán los plazos, procedimientos y condiciones, según las situaciones 
administrativas de procedencia, para solicitar el reingreso al servicio activo de los funcionarios de 
carrera, con respeto al derecho a la reserva del puesto de trabajo en los casos en que proceda conforme 
al presente Estatuto.

 ANEXO II
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial:

Artículo 506.

Los funcionarios de carrera de los cuerpos a los que se refiere este libro, pueden hallarse en alguna de 
las siguientes situaciones administrativas:

a) Servicio activo.

b) Servicios especiales.

c) Excedencia voluntaria por cuidado de familiares.

d) Excedencia voluntaria por prestación de servicios en el sector público.

e) Excedencia voluntaria por interés particular.

f) Excedencia voluntaria por agrupación familiar.

g) Suspensión de funciones.

Artículo 507

1. Los funcionarios de los cuerpos a que se refiere este libro se hallarán en situación de servicio activo 
cuando desempeñen un puesto de trabajo en alguno de los centros de destino que se determinan en 
el artículo 521 de esta ley.

2. Además, también se considerarán en servicio activo, los citados funcionarios:

a) Cuando presten servicios en el Tribunal Constitucional, Consejo General del Poder Judicial y en 
el Tribunal de Cuentas, salvo que, de conformidad con lo previsto en las legislaciones específicas de 
los citados órganos constitucionales les corresponda quedar en otra situación.

b) Cuando presten sus servicios en las Cortes Generales, de conformidad con lo dispuesto en el 
Estatuto General de las mismas y no les corresponda quedar en otra situación.

c) Cuando accedan a la condición de miembros de las asambleas legislativas de las comunidades 
autónomas y no perciban retribuciones periódicas por el desempeño de las funciones.
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d) Cuando accedan a la condición de miembros de las corporaciones locales, salvo que desempeñen 
cargo retribuido y de dedicación exclusiva en las mismas.

e) Cuando presten servicios en los Gabinetes de la Presidencia del Gobierno, de los Ministros y de 
los Secretarios de Estado y opten por permanecer en dicha situación.

f) Cuando accedan a puestos de trabajo de otras Administraciones públicas en tanto las relaciones 
de puestos de trabajo, contengan expresa previsión al efecto.

g) Cuando ocupen un puesto de trabajo en la Mutualidad General Judicial, adscrito a funcionarios 
de la Administración de Justicia.

h) Cuando cesen en un puesto de trabajo por haber obtenido otro mediante procedimientos de 
provisión de puestos de trabajo, durante el plazo posesorio.

i) Cuando por razón de su condición de funcionarios presten servicios en organismos o entes 
públicos.

j) Cuando así se determine en una norma con rango de ley.

3. El disfrute de licencias o permisos reglamentarios, no alterará la situación de servicio activo.

4. Los funcionarios en situación de servicio activo tienen todos los derechos, prerrogativas, deberes y 
responsabilidades inherentes a su condición.

Artículo 508

1. Los funcionarios de los Cuerpos al servicio de la Administración de Justicia serán declarados en la 
situación de servicios especiales, en iguales supuestos a los establecidos en la legislación aplicable 
para los funcionarios de la Administración General del Estado*, salvo que de conformidad con lo 
establecido en esta ley les corresponda quedar en otra situación.

2. A los funcionarios en situación de servicios especiales se les computará el tiempo que permanezcan 
en tal situación, a efectos de ascensos, trienios y derechos pasivos, excepto para los funcionarios 
públicos que, habiendo ingresado al servicio de instituciones comunitarias europeas o al de entidades 
y organismos asimilados, ejerciten el derecho de transferencias establecido en el artículo 11.2 del 
anexo 8, del Estatuto de los Funcionarios de las Comunidades Europeas, sin perjuicio de los efectos 
económicos que puedan derivar de los ascensos y trienios consolidados hasta el momento del ejercicio 
de este derecho.

3. Los funcionarios declarados en esta situación tendrán derecho a reserva de un puesto de trabajo 
en la misma localidad, en condiciones y con retribuciones similares a las que disfrutaban al pasar 
a ella, siempre que hubieran pasado a dicha situación, desde la de servicio activo u otra que tuviera 
reconocido este mismo derecho. Si durante el tiempo de permanencia en la situación de servicios 
especiales participasen en concursos, la reincorporación se efectuará, con referencia a la localidad y 
condiciones del destino obtenidas en ellos.

4. Los funcionarios en la situación de servicios especiales recibirán la retribución del puesto o cargo 
efectivo que desempeñen y no la que les corresponda como funcionarios, sin perjuicio del derecho a 
percibir los trienios que tuviesen reconocidos.

5. En ningún caso podrán asesorar pericialmente a órganos jurisdiccionales mientras permanezcan 
en esta situación.
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Artículo 509.

1. Los funcionarios tendrán derecho a un período de excedencia no superior a tres años para atender al 
cuidado de cada hijo, tanto cuando sea por naturaleza como por adopción o acogimiento permanente o 
preadoptivo, a contar desde la fecha de nacimiento o, en su caso, de la resolución judicial o administrativa. 
La concesión de la excedencia estará condicionada a la previa declaración de no desempeñar otra 
actividad que impida o menoscabe el cuidado del hijo.

2. También tendrán derecho a un período de excedencia, de duración no superior a tres años, los 
funcionarios para atender al cuidado de un familiar que se encuentre a su cargo, hasta el segundo 
grado inclusive de consanguinidad o afinidad que, por razones de edad, accidente o enfermedad, no 
pueda valerse por sí mismo, y no desempeñe actividad retribuida.

3. En ambos casos, el período de excedencia será único por cada sujeto causante. Cuando un nuevo 
sujeto causante diera origen a una nueva excedencia, el inicio del periodo de la misma pondrá fin al 
que se viniera disfrutando.

Esta excedencia constituye un derecho individual de los funcionarios. En caso de que dos funcionarios 
generasen el derecho a disfrutarlo por el mismo sujeto causante, la Administración podrá limitar su 
ejercicio simultáneo por razones justificadas relacionadas con el funcionamiento de los servicios.

El tiempo de permanencia en esta situación será computable a efectos de trienios, carrera y derechos 
en el régimen de Seguridad Social que sea de aplicación. El puesto desempeñado se reservará al 
menos dos años. Transcurrido este periodo, dicha reserva lo será a un puesto en la misma localidad 
y de igual retribución. Los funcionarios en esta situación podrán participar en los cursos de formación 
que convoque la Administración.

Artículo 510

1. Los funcionarios de los cuerpos a que se refiere este libro serán declarados en situación de 
excedencia voluntaria, de oficio o a petición del interesado, cuando lo soliciten por interés particular, 
cuando se encuentren en servicio activo en otro cuerpo o escala de cualquiera de las Administraciones 
públicas o pasen a prestar servicios en organismos o entidades del sector público y no les corresponda 
quedar en otra situación y por agrupación familiar, con iguales requisitos y efectos a los establecidos en 
la legislación aplicable a los funcionarios de la Administración General del Estado**.

2. Asimismo, se declarará de oficio la situación de excedencia voluntaria por interés particular de los 
funcionarios públicos, cuando finalizada la causa que determinó el pase a una situación distinta de 
la del servicio activo, incumplan la obligación de solicitar el reingreso en el mismo, en los plazos que 
reglamentariamente se determinen.

Artículo 511

1. El funcionario declarado en situación de suspensión, quedará privado, durante el tiempo de 
permanencia en la misma, del ejercicio de sus funciones y no podrá prestar servicios en ninguna 
Administración pública ni en organismos públicos o entidades de derecho público vinculadas a ellas.

2. La situación de suspensión de funciones podrá ser provisional o definitiva.

3. La suspensión provisional, podrá acordarse preventivamente, durante la tramitación de un 
procedimiento judicial o disciplinario y tendrá lugar en los casos siguientes:

a) Cuando por cualquier delito doloso el instructor del proceso penal la adopte como medida 
cautelar. En todo caso se acordará cuando se hubiere dictado auto de prisión, de libertad bajo fianza, 
de procesamiento o de apertura de juicio oral en el procedimiento abreviado.
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b) Durante la tramitación de un expediente disciplinario, por la autoridad que ordenó la incoación del 
expediente, no pudiendo exceder esta suspensión de seis meses, salvo en caso de paralización del 
procedimiento imputable al interesado.

c) Cuando el funcionario no pudiese acudir a su puesto de trabajo como consecuencia de haber 
sido privado por un juez o tribunal, con ocasión de un proceso penal, del derecho a residir en 
determinados lugares o de acercarse a determinadas personas.

4. La suspensión tendrá carácter definitivo cuando se imponga en virtud de condena criminal firme o 
sanción disciplinaria firme.

5. Los efectos derivados de la situación de suspensión, ya sea provisional o definitiva, serán los 
establecidos para los funcionarios de la Administración General del Estado*** declarados en esta 
situación.

Artículo 512

Corresponderá al Ministerio de Justicia o a las comunidades autónomas con competencias asumidas 
acordar la concesión o declaración en estas situaciones administrativas a los funcionarios que prestan 
servicios en sus respectivos ámbitos territoriales, dictando a tal efecto, las disposiciones necesarias 
referentes a la forma y el procedimiento aplicable.

Artículo 513

1. Los cambios de situaciones administrativas deberán ser comunicados, en todo caso, al Registro 
Central de Personal a que se refiere el artículo 481, para su anotación y podrán tener lugar, siempre 
que reúnan los requisitos exigidos en cada caso, sin necesidad del reingreso previo al servicio activo.

2. En el supuesto de que la nueva situación conlleve el derecho a la reserva de un puesto de trabajo, los 
funcionarios podrán participar en convocatorias de concurso para la provisión de puestos de trabajo, 
permaneciendo en la situación que corresponda y reservándoseles un puesto de igual nivel y similares 
retribuciones a las del puesto obtenido y en el mismo municipio.

Artículo 514

1. Los funcionarios procedentes de situaciones administrativas con derecho a reserva de puesto de 
trabajo se reincorporarán al servicio activo en la forma y condiciones que se determinen por la autoridad 
competente para su concesión.

2. El reingreso al servicio activo desde situaciones que no comporten reserva, se producirá mediante 
la participación en los procedimientos de concurso general o específico o por la adjudicación de un 
puesto por el sistema de libre designación.

3. Procederá asimismo el reingreso al servicio activo, con carácter provisional, mediante la adscripción 
a una plaza vacante, para cuya ocupación reúna el funcionario los requisitos exigidos en las relaciones 
de puestos de trabajo.

El reingreso por adscripción provisional estará, en todo caso, condicionado a las necesidades del 
servicio y el funcionario adscrito quedará obligado, para obtener destino definitivo, a participar en los 
concursos que se convoquen para la provisión de puestos de trabajo y a solicitar, entre otros, el puesto 
que ocupa provisionalmente.

Si no obtuviera destino definitivo se le adscribirá, de nuevo de forma provisional, a un puesto de trabajo 
vacante de cualquier Oficina judicial ubicada en la provincia o en el área territorial en la que se hubiesen 
agrupado las vacantes a efecto de concurso.
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De no participar en el primer concurso convocado con posterioridad a la adscripción provisional, pasará 
a la situación de excedencia voluntaria por interés particular.

ANEXO III
Normativa específica de Letrados de la Administración de 

Justicia en la Ley Orgánica del Poder Judicial

Artículo 445

1. Las situaciones administrativas en que se puedan hallar los Letrados de la Administración de 
Justicia, así como su jubilación, serán iguales y procederá su declaración en los supuestos y con los 
efectos establecidos en esta Ley Orgánica para Jueces y Magistrados.

No obstante, los Letrados de la Administración de Justicia que se presenten como candidatos para 
acceder a cargos públicos representativos en el Parlamento Europeo, Congreso de los Diputados, 
Senado, Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas o Corporaciones locales, podrán ser 
dispensados, previa solicitud, de la prestación del servicio en sus respectivas oficinas judiciales, durante 
el tiempo de duración de la campaña electoral. Este permiso podrá ser concedido por el Secretario 
General de la Administración de Justicia.

Asimismo, podrán hallarse en situación de servicios especiales los Letrados de la Administración 
de Justicia que sean designados Encargados del Registro Civil conforme a lo dispuesto en la Ley del 
Registro Civil y sus normas de desarrollo.

CAPÍTULO VII

DE LA SITUACIÓN DE LOS JUECES Y MAGISTRADOS

Artículo 348

Los jueces y magistrados pueden hallarse en alguna de las situaciones siguientes:

a) Servicio activo

b) Servicios especiales

c) Excedencia voluntaria

d) Suspensión de funciones.

e) Excedencia por razón de violencia sobre la mujer. Letra e) de artículo 348 introducida 
por el apartado siete de la disposición adicional tercera de la L.O. 3/2007, de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres («B.O.E.» 23 marzo).Vigencia: 24 marzo 
2007

 .../...

Artículo 349

1. Los jueces y magistrados estarán en situación de servicio activo cuando ocupen plaza correspondiente 
a la Carrera Judicial, cuando se encuentren adscritos provisionalmente, cuando hayan sido nombrados 
jueces adjuntos, o cuando les haya sido conferida comisión de servicio con carácter temporal.
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2. Cuando se produzca la supresión o reconversión con cambio de orden jurisdiccional de una plaza de 
la que sea titular un juez o magistrado, éste quedará adscrito a disposición del Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, en los términos establecidos en el artículo 118.2 y 3.

.../...

Artículo 351

Los jueces y magistrados serán declarados en la situación de servicios especiales:

a) Cuando sean nombrados Presidente del Tribunal Supremo, Fiscal General del Estado, Vocal del 
Consejo General del Poder Judicial, Magistrado del Tribunal Constitucional, Defensor del Pueblo 
o sus Adjuntos, Consejero del Tribunal de Cuentas, Consejero de Estado, Presidente o Vocal del 
Tribunal de Defensa de la Competencia, Director de la Agencia de Protección de Datos o miembro 
de Altos Tribunales Internacionales de Justicia, o titulares o miembros de los órganos equivalentes 
de las comunidades autónomas.

b) Cuando sean autorizados por el Consejo General del Poder Judicial para realizar una misión 
internacional por período determinado, superior a seis meses, en organismos internacionales, 
gobiernos o entidades públicas extranjeras o en programas de cooperación internacional, previa 
declaración de interés por el Ministerio de Asuntos Exteriores.

c) Cuando adquieran la condición de funcionarios al servicio de Organizaciones Internacionales o de 
carácter supranacional.

d) Cuando sean nombrados o adscritos como Letrados al servicio del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas, del Tribunal Constitucional, del Consejo General del Poder Judicial o 
del Tribunal Supremo, o Magistrados del Gabinete Técnico del Tribunal Supremo, o al servicio del 
Defensor del Pueblo u órgano equivalente de las Comunidades Autónomas. Letra d) del artículo 
351 redactada por el número doce del artículo primero de la L.O. 1/2009, de 3 de noviembre, 
complementaria de la Ley de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva 
Oficina judicial, por la que se modifica la L.O. 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial («B.O.E.» 4 
noviembre).Vigencia: 5 noviembre 2009

e) Cuando presten servicio, en virtud de nombramiento por real decreto, o por decreto en las 
comunidades autónomas, en cargos que no tengan rango superior a director general.

f) Cuando sean nombrados para cargo político o de confianza en virtud de Real Decreto o Decreto 
autonómico, o elegidos para cargos públicos representativos en el Parlamento Europeo, Congreso 
de los Diputados, Senado, Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas o Corporaciones 
locales.

En este caso, así como en el supuesto previsto en la letra f) del artículo 356, los Jueces y Magistrados, 
y los funcionarios de otros Cuerpos, que reingresen en la Carrera correspondiente, deberán de 
abstenerse de conocer de los asuntos concretos vinculados con su actividad política.

Artículo 352

Los Magistrados del Tribunal Supremo serán declarados en la situación de servicios especiales si 
fueran designados para desempeñar alguno de los cargos siguientes:

a) Vocal del Consejo General del Poder Judicial.

b) Magistrado del Tribunal Constitucional.

c) Miembro de Altos Tribunales Internacionales de Justicia.
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d) Fiscal General del Estado.

e) Jefe del Servicio de Inspección del Consejo General del Poder Judicial. Letra e) del artículo 352 
introducida por el apartado cinco del artículo único de la L.O. 2/2004, de 28 de diciembre, por la 
que se modifica la L.O. 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial («B.O.E.» 29 diciembre).Vigencia: 30 
diciembre 2004

Artículo 353

La situación de servicios especiales se declarará de oficio por el Consejo General del Poder Judicial, 
o a instancia del interesado, una vez se verifique el supuesto que la determina, y con efectos desde el 
momento en que se produjo el nombramiento correspondiente.

Artículo 354

1. Los jueces y magistrados en situación de servicios especiales percibirán la retribución del puesto o 
cargo que desempeñen, sin perjuicio del derecho a la remuneración por su antigüedad en la carrera 
judicial.

2. A los jueces y magistrados en situación de servicios especiales se les computará el tiempo que 
permanezcan en tal situación a efectos de ascensos, antigüedad y derechos pasivos. Tendrán derecho 
a la reserva de la plaza que ocupasen al pasar a esa situación o la que pudieren obtener durante su 
permanencia en la misma.

Artículo 355

Al cesar en el puesto o cargo determinante de la situación de servicios especiales deberán solicitar 
el reingreso al servicio activo en el plazo máximo de 10 días a contar desde el siguiente al cese e 
incorporarse a su destino dentro de los 20 días inmediatamente siguientes; de no hacerlo, serán 
declarados en situación de excedencia voluntaria con efectos desde el día en que cesaron en el puesto 
o cargo desempeñados. El reingreso tendrá efectos económicos y administrativos desde la fecha de la 
solicitud.

Artículo 355 bis

1. Los destinos cuyos titulares se encuentren en situación de servicios especiales se podrán cubrir 
por los mecanismos ordinarios de sustitución, mediante comisiones de servicio con o sin relevación 
de funciones o a través de los mecanismos ordinarios de provisión, incluso con las promociones 
pertinentes, para el tiempo que permanezcan los titulares en la referida situación.

2. Si la vacante se cubre mediante los mecanismos ordinarios de provisión, quienes ocupen los referidos 
destinos quedarán, cuando se reintegre a la plaza su titular, adscritos al Tribunal colegiado en que se 
hubiera producido la reserva o, si se tratase de un Juzgado, a disposición del Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia correspondiente y sin merma de las retribuciones que vinieren percibiendo. 
Mientras permanezcan en esta situación prestarán sus servicios en los puestos que determinen 
las respectivas Salas de Gobierno, devengando las indemnizaciones correspondientes por razón del 
servicio cuando éstos se prestaren en lugar distinto del de su residencia, que permanecerá en el de la 
plaza reservada que hubiere ocupado.

Mientras desempeñan la plaza reservada, una vez transcurrido un año desde que accedieran a la 
misma, o en cualquier momento cuando se encuentren en situación de adscripción, podrán acceder 
en propiedad a cualesquiera destinos por los mecanismos ordinarios de provisión y promoción. 

Ocuparán definitivamente la plaza reservada que sirvieren cuando vaque por cualquier causa. Cuando 
queden en situación de adscritos, serán destinados a la primera vacante que se produzca en el Tribunal 
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colegiado de que se trate o en los Juzgados del mismo orden jurisdiccional del lugar de la plaza 
reservada, a no ser que se trate de las plazas de Presidente o legalmente reservadas a Magistrados 
procedentes de pruebas selectivas, si no reunieren esta condición.

3. Quienes hallándose en una situación administrativa distinta del servicio activo obtuvieran mediante 
concurso una plaza ofertada al amparo de lo dispuesto en este artículo, necesariamente deberán 
reincorporarse al servicio activo para proceder al desempeño efectivo de funciones judiciales en dicha 
plaza.

Artículo 356

Procederá declarar en la situación de excedencia voluntaria, a petición del juez o magistrado, en los 
siguientes casos:

a) Cuando se encuentre en situación de servicio activo en un cuerpo o escala de las Administraciones 
públicas o en la carrera fiscal.

b) Cuando pase a desempeñar cargos o prestar servicios en organismos o entidades del sector 
público, y no le corresponda quedar en otra situación. En este supuesto, producido el cese en el 
cargo o servicio, deberá solicitar el reingreso en el servicio activo en el plazo máximo de 10 días 
a contar desde el siguiente al cese. De no hacerlo así se le declarará en situación de excedencia 
voluntaria por interés particular.

c) Por interés particular, siempre que haya prestado servicios en la carrera judicial durante los cinco 
años inmediatamente anteriores, sin que en esta situación se pueda permanecer menos de dos 
años.

La declaración de esta situación quedará subordinada a las necesidades de la Administración de 
Justicia. No podrá declararse cuando al juez o magistrado se le instruya expediente disciplinario.

d) Para el cuidado de los hijos, por un período no superior a tres años para atender a cada hijo, 
tanto cuando lo sea por naturaleza, por adopción, por acogimiento permanente o preadoptivo, a 
contar desde la fecha de nacimiento o desde la fecha de la resolución judicial o administrativa que 
lo acuerde, respectivamente. Los sucesivos hijos darán derecho a un nuevo período de excedencia 
que, en su caso, pondrá fin al que se viniera disfrutando. Cuando el padre y la madre trabajen, sólo 
uno podrá ejercer este derecho.

e) También tendrán derecho a un período de excedencia, de duración no superior a tres años, para 
atender al cuidado de un familiar que se encuentre a su cargo, hasta el segundo grado inclusive de 
consanguinidad o afinidad que, por razones de edad, accidente o enfermedad, no pueda valerse por 
sí mismo y no desempeñe actividad retribuida. Párrafo 1.º de la letra e) del artículo 356 redactado 
por el apartado seis de la disposición adicional tercera de la L.O. 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres («B.O.E.» 23 marzo).Vigencia: 24 marzo 2007

El período de excedencia será único por cada sujeto causante. Cuando un nuevo sujeto causante 
diera origen a una nueva excedencia, el inicio del período de la misma pondrá fin al que se viniera 
disfrutando.

Esta excedencia y la regulada en el apartado anterior constituyen un derecho individual de los 
miembros de la carrera judicial. En caso de que dos de sus miembros generasen el derecho a 
disfrutarlas por el mismo sujeto causante, el Consejo General del Poder Judicial podrá limitar su 
ejercicio simultáneo por razones justificadas relacionadas con las necesidades y el funcionamiento 
de los servicios.
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f) Cuando se presente como candidato en elecciones para acceder a cargos públicos representativos 
en el Parlamento Europeo, Congreso de los Diputados, Senado, Asambleas legislativas de 
las Comunidades Autónomas o Corporaciones locales. De no resultar elegido, deberá optar, 
comunicándolo así al Consejo General del Poder Judicial, en el plazo de treinta días, por continuar 
en la situación de excedencia voluntaria o por reingresar en el servicio activo. 

Artículo 357

Cuando un magistrado del Tribunal Supremo solicitara la excedencia voluntaria y le fuere concedida, 
perderá su condición de tal, salvo en el supuesto previsto en las letras d) y e) del artículo anterior y en el 
artículo 360 bis. En los demás casos quedará integrado en situación de excedencia voluntaria, dentro 
de la categoría de Magistrado.

Artículo 358

1. La excedencia voluntaria, en sus distintas modalidades, no produce reserva de plaza. El juez o 
magistrado, mientras se encuentre en ella, no devengará retribuciones ni le será computado el tiempo 
que haya permanecido en tal situación a efectos de ascensos, antigüedad y derechos pasivos, salvo lo 
dispuesto en el apartado 2 de este artículo y lo que establece la normativa de clases pasivas.

2. Se exceptúan de lo previsto en el apartado anterior las excedencias voluntarias para el cuidado de 
hijos y para atender al cuidado de un familiar a que se refieren los apartados d) y e) del artículo 356, 
en las que el período de permanencia en dichas situaciones será computable a efectos de trienios y 
derechos pasivos. En este mismo período se permitirá participar en cursos de formación. Durante los 
dos primeros años se tendrá derecho a la reserva de la plaza en la que se ejerciesen sus funciones 
y al cómputo de la antigüedad, así como a participar en los concursos de traslado. Transcurrido este 
periodo, dicha reserva lo será a un puesto en la misma provincia y de igual categoría, debiendo solicitar, 
en el mes anterior a la finalización del período máximo de permanencia en la misma, el reingreso al 
servicio activo; de no hacerlo, será declarado de oficio en la situación de excedencia voluntaria por 
interés particular.

 Número 2 del artículo 358 redactado por el apartado trece del artículo primero de la L.O. 1/2009, de 3 
de noviembre, complementaria de la Ley de reforma de la legislación procesal para la implantación de 
la nueva Oficina judicial, por la que se modifica la L.O. 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial («B.O.E.» 
4 noviembre).Vigencia: 5 noviembre 2009

3. Los que se encuentren en la situación de excedencia a la que se refiere el párrafo f) del artículo 356, 
en caso de que soliciten el reingreso al servicio activo, quedarán adscritos al Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia de la comunidad autónoma de su último destino, teniendo preferencia para obtener 
puesto de su categoría en la provincia o, en su defecto, Comunidad Autónoma de dicho último destino.

Artículo 359

1. El reingreso en el servicio activo del juez o magistrado en situación de excedencia voluntaria por 
interés particular de duración superior a 10 años exigirá la previa declaración de aptitud por el Consejo 
General del Poder Judicial, quien recabará los informes y practicará las actuaciones necesarias para 
su comprobación.

2. Los jueces y magistrados en situación administrativa de excedencia voluntaria que soliciten el 
reingreso al servicio activo y, en su caso, obtengan la correspondiente declaración de aptitud, vendrán 
obligados a participar en todos los concursos que se anuncien para cubrir plazas de su categoría hasta 
obtener destino. De no hacerlo así, se les declarará en situación de excedencia voluntaria por interés 
particular, quedando sin efecto la declaración de aptitud de haberse producido.
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 Artículo 360

Una vez reincorporado al servicio activo el juez o magistrado en situación de excedencia voluntaria por 
la causa prevista en el párrafo f) del artículo 356, no podrá acceder, durante los cinco años siguientes, a 
puesto de la carrera judicial que no sea de los que se proveen por estricta antigüedad.

 Artículo 360 bis

1. Las juezas y magistradas víctimas de violencia de género tendrán derecho a solicitar la situación de 
excedencia por razón de violencia sobre la mujer sin necesidad de haber prestado un tiempo mínimo 
de servicios previos. En esta situación administrativa se podrá permanecer un plazo máximo de tres 
años.

2. Durante los seis primeros meses tendrán derecho a la reserva del puesto de trabajo que 
desempeñaran, siendo computable dicho periodo a efectos de ascensos, trienios y derechos pasivos.

Esto no obstante, cuando de las actuaciones de tutela judicial resultase que la efectividad del derecho 
de protección de la víctima lo exigiere, se podrá prorrogar por periodos de tres meses, con un máximo 
de dieciocho, el periodo en el que, de acuerdo con el párrafo anterior, se tendrá derecho a la reserva del 
puesto de trabajo, con idénticos efectos a los señalados en dicho párrafo.

3. Las juezas y magistradas en situación de excedencia por razón de violencia sobre la mujer percibirán, 
durante los dos primeros meses de esta excedencia, las retribuciones íntegras y, en su caso, las 
prestaciones familiares por hijo a cargo.

4. El reingreso en el servicio activo de las juezas y magistradas en situación administrativa de excedencia 
por razón de violencia sobre la mujer de duración no superior a seis meses se producirá en el mismo 
órgano jurisdiccional respecto del que tenga reserva del puesto de trabajo que desempeñaran con 
anterioridad; si el periodo de duración de la excedencia es superior a 6 meses el reingreso exigirá 
que las juezas y magistradas participen en todos los concursos que se anuncien para cubrir plazas 
de su categoría hasta obtener destino. De no hacerlo así, se les declarará en situación de excedencia 
voluntaria por interés particular.

 Artículo 361

1. El juez o magistrado será declarado en situación de suspensión de funciones, provisional o definitiva, 
en los casos y en la forma establecidos en esta Ley.

2. El juez o magistrado declarado suspenso quedará privado del ejercicio de sus funciones durante el 
tiempo que dure la suspensión.

Artículo 362

1. La suspensión provisional podrá acordarse durante la tramitación de un procedimiento judicial o 
disciplinario.

2. La suspensión provisional durante la tramitación de un procedimiento disciplinario no podrá exceder 
de seis meses, salvo en caso de paralización del procedimiento por causa imputable al interesado.

Artículo 363

El suspenso provisional tendrá derecho a percibir sus retribuciones básicas, excepto en el caso de 
paralización del procedimiento disciplinario por causa imputable al mismo, que comportará la pérdida 
de toda retribución mientras se mantenga dicha paralización. Asimismo, no se acreditará haber alguno 
en caso de incomparecencia o de rebeldía.
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Artículo 364

Cuando la suspensión no sea declarada definitiva ni se acuerde la separación, el tiempo de duración de 
aquélla se computará como de servicio activo y se acordará la inmediata incorporación del suspenso a 
su plaza, con reconocimiento de todos los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha 
en que la suspensión produjo efectos.

Artículo 365

1. La suspensión tendrá carácter definitivo cuando se imponga en virtud de condena o como sanción 
disciplinaria, computándose el tiempo de suspensión provisional.

2. La suspensión definitiva superior a seis meses implicará la pérdida del destino. La vacante producida 
se cubrirá en forma ordinaria.

3. La suspensión definitiva supondrá la privación de todos los derechos inherentes a la condición de 
juez o magistrado hasta, en su caso, su reingreso al servicio activo.

4. En tanto no transcurra el plazo de suspensión no procederá cambio alguno de situación administrativa.

Artículo 366

1. El juez o magistrado suspenso definitivamente deberá solicitar el reingreso al servicio activo con 
un mes de antelación a la finalización del período de suspensión. El reingreso producirá efectos 
económicos y administrativos desde la fecha de extinción de la responsabilidad penal o disciplinaria.

2. Si no fuera solicitado el reingreso en el tiempo señalado en el apartado anterior, se le declarará en 
situación de excedencia voluntaria por interés particular, con efectos desde la fecha en que finalizare el 
período de suspensión.

Artículo 367

1. El reingreso en el servicio activo de los suspensos exigirá la previa declaración de aptitud por el 
Consejo General del Poder Judicial, quien recabará los informes y practicará las actuaciones necesarias 
para su comprobación.

2. Tras la declaración de aptitud, el juez o magistrado vendrá obligado a participar en todos los 
concursos que se anuncien para cubrir plazas de su categoría hasta obtener destino. De no hacer lo 
así, se le declarará en situación de excedencia voluntaria por interés particular, quedando sin efecto la 
declaración de aptitud.

Artículo 368

La concurrencia de peticiones para la adjudicación de vacantes entre quienes deban reingresar al 
servicio activo, se regirá por el siguiente orden:

a) Suspensos.

b) Rehabilitados.

c) Excedentes voluntarios.

Artículo 369

El cambio de la situación administrativa en que se hallen los jueces o magistrados podrá tener lugar 
siempre que se reúnan los requisitos exigidos en cada caso sin necesidad de reingreso al servicio 
activo.
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 ANEXO IV
Jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el reconocimiento al personal interino de 

determinadas situaciones administrativas

1.- Sentencia del Tribunal Constitucional, Sala Segunda, número 240/1999, de 20 de diciembre de 1999. 
Recurso de amparo 2.897/95. Promovido por una médica interina en el Equipo de Atención Primaria de 
Barco de Ávila frente a la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla y León, que confirmó la negativa de la Consejería de Sanidad a declararla en 
situación de excedencia voluntaria para el cuidado de una hija. Vulneración del derecho a no ser 
discriminada por razón del sexo: Denegación del derecho a la excedencia para el cuidado de hijos a 
una funcionaria interina, que desempeña un puesto de médico durante más de cinco años y ofrece 
pruebas estadísticas. Voto particular. Seguidamente se recogen los fundamentos jurídicos séptimo y 
octavo por ser donde se recoge la fundamentación constitucional concreta para otorgar el amparo (lo 
resaltado en negrita es mío):

“7. Partiendo de esta perspectiva, de los hechos declarados probados en la Sentencia recurrida y de 
los que se deducen de los informes que obran en las actuaciones remitidas a este Tribunal, pueden 
extraerse las siguientes conclusiones:

La primera ha sido ya analizada y se refiere al hecho de que la legislación que regula las situaciones 
funcionariales de interinidad ha venido permitiendo una interpretación y aplicación de legalidad ordinaria, 
que en numerosas ocasiones, como la aquí enjuiciada, ha convertido lo que debía ser una relación en 
principio temporal, desempeñada provisionalmente por razones “de necesidad o urgencia” en tanto 
no se proveyesen por funcionarios de carrera, en una forma relativamente estable, aunque precaria, 
de acceso al mercado de trabajo. En estas circunstancias, la resolución de una relación funcionarial 
interina para poder cuidar de los hijos supone efectivamente un grave obstáculo a la permanencia en 
ese mercado de trabajo y, en consecuencia, un importante perjuicio para quien lo sufre.

En segundo lugar, también se ha puesto de manifiesto mediante el informe que obra en autos del 
Instituto para la Mujer, recogiendo datos facilitados por el Ministerio para las Administraciones Públicas, 
que en la actualidad la abrumadora mayoría de los funcionarios y laborales que solicitan la excedencia 
para el cuidado de los hijos son mujeres.

Estos datos permiten concluir que en efecto hoy por hoy, en la práctica, la denegación de las solicitudes 
como la aquí enjuiciada supone un grave obstáculo a la conservación de un bien tan preciado como es la 
permanencia en el mercado laboral que afecta de hecho mayoritariamente a las mujeres, perpetuando 
así la situación de clara discriminación que tradicionalmente ha sufrido la mujer en el ámbito social y 
laboral (STC 166/1988, fundamento jurídico 2º).

A una conclusión parecida llegamos en la STC 109/1993 en un supuesto que guarda alguna relación 
con el caso aquí enjuiciado. En la mencionada Sentencia, relativa a las excedencias para la lactancia 
de los hijos menores de nueve meses, con cita de la STC 128/1987, se partía de la premisa de que con 
ellas “se trata de compensar las desventajas reales que para la conservación de su empleo soporta la 
mujer a diferencia del hombre y que incluso se comprueba con datos revelados por la estadística (tal 
como el número de mujeres que se ven obligadas a dejar el trabajo por esa 

circunstancia a diferencia de los varones) ... [pues] ‘existe una innegable y mayor dificultad para la mujer 
con hijos de corta edad para incorporarse al trabajo o permanecer en él’” (fundamento jurídico 6º); esta 
constatación era, precisamente, la que permitía concluir con la declaración de la constitucionalidad de 
una medida que atribuía a las mujeres --y sólo a ellas-- la posibilidad de solicitar el referido permiso 
de una hora de ausencia del trabajo para la lactancia de los hijos.
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Es lo cierto que en el presente caso no juzgamos la constitucionalidad de una medida de discriminación o, 
más exactamente, de acción positiva legalmente establecida a favor de la mujer. Sin embargo, constatado 
que en este caso la denegación de la excedencia para el cuidado de los hijos produce efectivamente una 
discriminación para la mujer y que afecta a un bien tan importante como la permanencia en el trabajo, 
debemos concluir que la referida denegación supone un trato discriminatorio por razón de sexo.

En términos parecidos nos hemos manifestado con otros supuestos también enjuiciados por este 
Tribunal en los que la posición de desigualdad afecta sólo a las mujeres y no deriva de la ley sino 
de la realidad social del momento en el que aquélla se aplica. Este es el caso, por ejemplo, de las 
situaciones derivadas del embarazo o de la maternidad. En estos supuestos el Tribunal Constitucional 
ha mantenido la doctrina de que el art. 14 C.E. prohibe que esas circunstancias, que por obvias razones 
biológicas afectan sólo a las mujeres --y en los que, por tanto, tampoco cabe exigir como término 
de comparación a la situación de los varones--, puedan ser utilizadas para introducir obstáculos al 
acceso o permanencia de la mujer en el mercado de trabajo, perpetuando una grave discriminación 
que históricamente ha sufrido la mujer en el ámbito social y laboral (STC 166/1988, fundamento 
jurídico 2º).

Así, por ejemplo, se ha descalificado, por desconocedor de las exigencias de no discriminación por 
razón de sexo, la ausencia de motivación en la decisión empresarial de poner fin a una relación laboral 
en período de prueba, cuando la trabajadora había puesto en conocimiento de la empresa su estado de 
embarazo (STC 166/1988, fundamento jurídico 5º), en coherencia con las de distribución de la carga de 
la prueba que han de aplicarse en estos supuestos, conforme a reiterada doctrina constitucional (por 
todas, SSTC 38/1981, 103/1983 y 104/1983). Asimismo, y en relación con un caso en que se dilucidaba la 
corrección de la no renovación de un contrato temporal de una mujer embarazada, se ha afirmado que 
el simple ejercicio de un acto de libertad por el empresario al margen del contrato de trabajo no enerva 
per se la denuncia de discriminación, en la medida en que “la mera negativa a renovar un contrato o a 
contratar por parte del empresario, es jurídicamente relevante desde el momento en que, a la luz de 
los hechos declarados probados, ha sido un motivo prohibido por discriminación el que ha obstado a la 
reanudación de la relación laboral, porque entra de lleno en el ámbito de la aplicación del art. 14 C.E. 
y deben serle aparejadas las consecuencias lógicas que derivan de esta calificación” (STC 173/1994, 
fundamento jurídico 3º).

En el caso aquí enjuiciado la situación de grave desventaja que afecta a las mujeres no deriva de un 
hecho biológico incontrovertible como sucede en los supuestos de embarazo o maternidad, en los 
que además está en juego el art. 39.2 C.E. --según se apunta en la STC 109/1993--; sin embargo, por 
imposición de la realidad social, no por conyuntural menos incontrovertible en la actualidad, la situación 
de desventaja es análoga, puesto que al ser mayoritariamente las mujeres las que en la práctica, se 
ven en la necesidad de solicitar la excedencia para el cuidado de los hijos, si no se les concede por no 
ser funcionarias de carrera, de forma abrumadoramente mayoritaria sólo ellas se ven 

obligadas a salir del mercado de trabajo, aunque hayan ocupado su plaza durante un largo período 
de tiempo, perpetuando así “diferenciaciones históricamente muy arraigadas” que conllevan una 
situación de clara discriminación que tradicionalmente ha sufrido la mujer en el ámbito social y laboral 
(STC 166/1988, fundamento jurídico 2º). Así, pues, en la actualidad debe admitirse que denegar a una 
funcionaria interina de larga duración la posibilidad de solicitar las excedencias para el cuidado su hijo 
produce una efectiva y real discriminación respecto de la permanencia en el mercado de trabajo.

Esta discriminación, además, como hemos reiterado, no puede justificarse por la intensidad de la 
relación que une a los funcionarios interinos con la Administración, ya que, sin entrar en mayores 
consideraciones, no puede alegarse esta circunstancia en una relación cuya duración supera con 
creces los cinco años.
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8. De cuanto llevamos dicho se deduce que la denegación de la solicitud de excedencia para el cuidado 
de los hijos, derivada de la concreta situación de interinidad de la recurrente, ha conculcado su derecho 
a la igualdad reconocido en el art. 14 C.E. De esta conclusión no cabe deducir, sin embargo, que la única 
forma de superar la situación discriminatoria apreciada sea estableciendo medidas de acción positiva 
que protejan tan sólo a las mujeres, puesto que caben otras soluciones posiblemente más acordes con 
la necesidad de evitar la perpetuación de la división sexista de las labores familiares; sin embargo a 
los limitados efectos de la resolución de este proceso constitucional de amparo basta con declarar la 
vulneración del derecho a la igualdad de la recurrente y anular las resoluciones impugnadas al haber 
realizado una interpretación y aplicación del art. 29 de la Ley 30/1984, en relación con el art. 105 de la 
Ley de Funcionarios Civiles del Estado (texto articulado aprobado por Decreto 315/1964), contraria a 
dicho precepto constitucional.”

2.- Sentencia del Tribunal Constitucional, Sala Primera, número 203/2000, de 24 de julio de 2000. 
Recurso de amparo 2.9477/97. Promovido por una facultativa interina especialista en psicología en el 
Hospital General Básico de Baza frente a la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía, que confirmó la negativa del Servicio Andaluz de Salud a declararla en situación 
de excedencia voluntaria para el cuidado de un hijo. Vulneración del derecho a no ser discriminada 
por razón del sexo: denegación del derecho a la excedencia para el cuidado de hijos a una funcionaria 
interina (STC 240/1999). Seguidamente se recoge el fundamento jurídico quinto por ser donde se recoge 
la fundamentación constitucional concreta para otorgar el amparo (lo resaltado en negrita es mío):

“5. En el presente caso, de acuerdo con la doctrina constitucional transcrita y acreditado el dato de 
que la recurrente, personal estatutario del SAS, equiparado a estos efectos a los funcionarios públicos, 
también se encontraba vinculada con la Administración en situación de interinidad por más de cinco 
años cuando solicitó la excedencia para el cuidado de hijos, hemos de estimar su pretensión, pues 
no resulta admisible, desde la perspectiva del art. 14 CE, fundar la denegación de un derecho con 
transcendencia constitucional (arts. 9.2 y 39.1 CE) exclusivamente en el carácter temporal y en la 
necesaria y urgente prestación del servicio propia de la situación de interinidad. Esta interpretación de 
la legalidad, atendiendo a las circunstancias destacadas, resulta, como ya hemos afirmado, en extremo 
formalista y no aporta una justificación objetiva y razonable desde la perspectiva del art. 14 CE., sin que 
tal resultado perturbe la facultad de la Administración de proceder a la cobertura reglamentaria de la 
plaza conforme a criterios organizativos generales.

Las anteriores conclusiones conducen derechamente a la estimación del amparo solicitado y a la 
anulación de la resolución administrativa y de la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior 
de Justicia de Andalucía recurridas al haber lesionado el art. 14 CE, con la consiguiente firmeza de la 
Sentencia de instancia.”



30
Guía de las situaciones administrativas del 

personal funcionario al servicio de la administración de justicia

ANEXO V
Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Situaciones 

Administrativas de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado

Artículo 4. Servicios especiales

Los funcionarios públicos serán declarados en la situación de servicios especiales:

a) Cuando sean autorizados para realizar una misión por período determinado superior a seis 
meses en Organismos internacionales, Gobiernos o Entidades públicas extranjeras o en programas 
de cooperación internacional.

b) Cuando adquieran la condición de funcionarios al servicio de Organizaciones internacionales o de 
carácter supranacional.

c) Cuando sean nombrados miembros del Gobierno o de los órganos de gobierno de las Comunidades 
Autónomas o altos cargos de las respectivas Administraciones públicas que no deban ser provistos 
necesariamente por funcionarios públicos.

d) Cuando sean elegidos por las Cortes Generales para formar parte de los Organos Constitucionales 
u otros cuya elección corresponda a las Cámaras.

e) Cuando sean adscritos a los servicios del Tribunal Constitucional o del Defensor del Pueblo o 
destinados al Tribunal de Cuentas, en los términos previstos en el artículo 93.3 de la Ley 7/1988, 
de 5 de abril, o presten servicios en los Organos técnicos del Consejo General del Poder Judicial, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 146.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, modificada por la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre.

f) Cuando accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Generales.

g) Cuando accedan a la condición de miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades 
Autónomas, si perciben retribuciones periódicas por el desempeño de la función.

Cuando no perciban dichas retribuciones podrán optar entre permanecer en la situación de servicio 
activo o pasar a la de servicios especiales, sin perjuicio de la normativa que dicten las Comunidades 
Autónomas sobre incompatibilidades de los miembros de las Asambleas Legislativas.

h) Cuando desempeñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclusiva en las Corporaciones 
Locales.

i) Cuando presten servicios en puestos de trabajo de niveles incluidos en el intervalo correspondiente 
a su Cuerpo y Escala, en los Gabinetes de la Presidencia del Gobierno, de los Ministros o de los 
Secretarios de Estado, y opten por pasar a esta situación, conforme al artículo 29.2.i) de la Ley 
30/1984, de 2 de agosto. Asimismo, cuando presten servicios en puestos de niveles no incluidos 
en el intervalo correspondiente al Grupo en el que figure clasificado su Cuerpo o Escala en los 
Gabinetes de la Presidencia del Gobierno, de los Ministros, Secretarios de Estado, Delegados del 
Gobierno y Gobernadores Civiles.

j) Cuando sean nombrados para cualquier cargo de carácter político del que se derive incompatibilidad 
para ejercer la función pública.

k) Cuando cumplan el servicio militar o prestación social sustitutoria equivalente.

l) Cuando sean elegidos miembros del Parlamento Europeo.



31
Guía de las situaciones administrativas del 
personal funcionario al servicio de la administración de justicia

m) Cuando ostenten la condición de Comisionados parlamentarios de Comunidad Autónoma o 
Adjuntos de éstos, según lo dispuesto en la Ley 36/1985, de 6 de noviembre, de prerrogativas y 
garantías de las figuras similares al Defensor del Pueblo y régimen de colaboración y coordinación 
de las mismas.

n) Cuando así se determine en una norma con rango de Ley.

Artículo 5. Cargo de carácter político

Para declarar el pase a la situación de servicios especiales en el supuesto del apartado j) del artículo 
29.2 de la Ley 30/1984 será necesario haber sido nombrado para el desempeño en el sector público de 
un cargo de carácter político, entendiendo por tal el cargo de confianza que no implique una relación 
profesional de carácter permanente, del que se derive incompatibilidad para ejercer la función pública y 
que, conforme a los criterios que establezca el Ministerio para las Administraciones Públicas, conlleve 
responsabilidades directivas o asesoramiento a nivel político.

Artículo 6. Declaración de la situación de servicios especiales

1. El pase a la situación de servicios especiales se declarará de oficio o a instancia del interesado, una 
vez verificado el supuesto que la ocasione, con efectos desde el momento en que se produjo.

2. En el supuesto previsto en el artículo 4 a) de este Reglamento, la autorización para realizar la misión 
de carácter internacional requerirá que conste el interés de la Administración, conforme a los criterios 
que establezca el Ministerio de Asuntos Exteriores.

Artículo 7. Reserva de puestos de trabajo.

1. A los funcionarios que se hallen en situación de servicios especiales, procedentes de la situación de 
servicio activo, se les asignará, con ocasión del reingreso un puesto de trabajo, según los siguientes 
criterios y conforme al procedimiento que establezca el Ministerio para las Administraciones Públicas:

a) Cuando el puesto de trabajo desempeñado con anterioridad hubiere sido obtenido mediante el 
sistema de libre designación, se les adjudicará, con carácter provisional, en tanto no obtengan otro 
con carácter definitivo, un puesto de igual nivel y similares retribuciones en el mismo municipio.

b) En los restantes casos, se les adjudicará, con carácter definitivo, un puesto de igual nivel y 
similares retribuciones en el mismo Ministerio y municipio.

2. Cuando se hubiere accedido a la situación de servicios especiales desde situaciones que no conllevan 
el desempeño o reserva de puesto de trabajo no habrá lugar a la reserva de puesto de trabajo, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 23 de este Reglamento.

Artículo 23. Requisitos y efectos

.../...

2. En el supuesto de que la nueva situación conlleve el derecho a la reserva de un puesto de trabajo, los 
funcionarios podrán participar en convocatorias de concurso para la provisión de puestos de trabajo, 
permaneciendo en la situación que corresponda, y reservándoseles un puesto de igual nivel y similares 
retribuciones a las del puesto obtenido en el mismo Ministerio y Municipio.

Artículo 8. Efectos de la situación de servicios especiales

1. Los funcionarios en la situación de servicios especiales recibirán la retribución del puesto o cargo 
efectivo que desempeñen y no la que les corresponda como funcionarios. Excepcionalmente, y 
cuando las retribuciones por los trienios que tuviesen reconocidos no pudieran, por causa legal, ser 
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percibidas con cargo a los correspondientes presupuestos, deberán ser retribuidos en tal concepto por 
el Departamento en el que desempeñaban su último puesto de trabajo en situación de servicio activo.

Asimismo, de darse estas circunstancias, respecto al abono de la cuota de Seguridad Social, deberá 
ser efectuado dicho abono por el referido Departamento.

2. A los funcionarios en situación de servicios especiales se les computará el tiempo que permanezcan 
en tal situación, a efectos de ascensos, consolidación de grado personal, trienios y derechos pasivos, 
así como a efectos del cómputo del período mínimo de servicios efectivos para solicitar el pase a la 
situación de excedencia voluntaria por interés particular.

Artículo 9. Solicitud de reingreso al servicio activo

1. Quienes pierdan la condición, en virtud de la cual hubieran sido declarados en la situación de servicios 
especiales deberán solicitar el reingreso al servicio activo en el plazo de un mes, declarándoseles, de 
no hacerlo en la situación de excedencia voluntaria por interés particular, con efectos desde el día en 
que perdieron aquella condición. El reingreso tendrá efectos económicos y administrativos desde la 
fecha de solicitud del mismo cuando exista derecho a la reserva de puesto.

2. Los Diputados, Senadores, miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas 
o del Parlamento Europeo que pierdan dicha condición por disolución de las correspondientes Cámaras 
o terminación del mandato de las mismas podrán permanecer en situación de servicios especiales 
hasta su nueva constitución.

Artículo 15. Excedencia voluntaria por prestación de servicios en el sector público

1. Procederá declarar, de oficio o a instancia de parte, en la situación regulada en este artículo a los 
funcionarios de carrera que se encuentren en servicio activo en otro cuerpo o escala de cualquiera 
de las Administraciones públicas, salvo que hubieran obtenido la oportuna compatibilidad, y a los que 
pasen a prestar servicios como personal laboral fijo en organismos o entidades del sector público y no 
les corresponda quedar en las situaciones de servicio activo o servicios especiales. El desempeño de 
puestos con carácter de funcionario interino o de personal laboral temporal no habilitará para pasar a 
esta situación administrativa.

A efectos de lo previsto en el párrafo anterior, deben considerarse incluidas en el sector público aquellas 
empresas controladas por las Administraciones públicas por cualquiera de los medios previstos en la 
legislación mercantil, y en las que la participación directa o indirecta de las citadas Administraciones 
públicas sea igual o superior al porcentaje legalmente establecido.

2. La declaración de excedencia voluntaria por prestación de servicios en el sector público procederá 
también en el caso de los funcionarios del Estado integrados en la función pública de las Comunidades 
Autónomas que ingresen voluntariamente en Cuerpos o Escalas de funcionarios propios de las mismas 
distintos a aquellos en que inicialmente se hubieran integrado.

3. Los funcionarios podrán permanecer en esta situación en tanto se mantenga la relación de servicios 
que dio origen a la misma. Una vez producido el cese como funcionario de carrera o personal laboral 
fijo deberán solicitar el reingreso al servicio activo en el plazo máximo de un mes, declarándoseles, de 
no hacerlo, en la situación de excedencia voluntaria por interés particular.

Artículo 16. Excedencia voluntaria por interés particular

1. La situación de excedencia voluntaria por interés particular se declarará a petición del funcionario o, 
de oficio, en los supuestos establecidos reglamentariamente.

2. Para solicitar la declaración de la situación de excedencia voluntaria por interés particular será 
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preciso haber prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante los 
cinco años inmediatamente anteriores a la solicitud.

3. Cada período de excedencia tendrá una duración no inferior a dos años continuados ni superior a 
un número de años equivalente a los que el funcionario acredite haber prestado en cualquiera de las 
Administraciones Públicas, con un máximo de quince.

4. En las resoluciones por las que se declare esta situación se expresará el plazo máximo de duración 
de la misma. La falta de petición de reingreso al servicio activo dentro de dicho plazo comportará la 
pérdida de la condición de funcionario. 

5. La concesión de esta excedencia quedará, en todo caso, subordinada a las necesidades del servicio. 
No podrá declararse a solicitud del funcionario cuando al mismo se le instruya expediente disciplinario.

Cuando el funcionario pertenezca a un Cuerpo o Escala que tenga reservados puestos en exclusiva, se 
dará conocimiento de las resoluciones de concesión de excedencia voluntaria por interés particular al 
Ministerio a que esté adscrito dicho Cuerpo o Escala.

6. La solicitud de reingreso al servicio activo condicionada a puestos o municipios concretos de 
funcionarios procedentes de esta situación no interrumpirá el cómputo del plazo máximo de duración 
de la misma.

Artículo 17. Excedencia voluntaria por agrupación familiar

1. Podrá concederse la excedencia voluntaria por agrupación familiar, con una duración mínima de dos 
años y máxima de quince, a los funcionarios cuyo cónyuge resida en otro municipio por haber obtenido 
y estar desempeñando un puesto de trabajo de carácter definitivo, como funcionario de carrera o como 
laboral, en cualquier Administración pública, Organismo autónomo o Entidad Gestora de la Seguridad 
Social, así como en Organos Constitucionales o del Poder Judicial.

2. Antes de finalizar el período de quince años de duración de esta situación deberá solicitarse el 
reingreso al servicio activo, declarándose, de no hacerlo, de oficio la situación de excedencia voluntaria 
por interés particular.

Artículo 18. Excedencia voluntaria incentivada

1. Los funcionarios afectados por un proceso de reasignación de efectivos que se encuentren en alguna 
de las dos primeras fases a que hace referencia el artículo 20.1.g) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 
podrán ser declarados, a su solicitud, en situación de excedencia voluntaria incentivada.

2. Asimismo, quienes se encuentren en las situaciones de expectativa de destino o de excedencia 
forzosa como consecuencia de la aplicación de un Plan de Empleo tendrán derecho a pasar, a su 
solicitud, a dicha situación.

3. Corresponde a la Secretaría de Estado para la Administración Pública acordar la declaración de esta 
situación.

4. La excedencia voluntaria incentivada tendrá una duración de cinco años e impedirá desempeñar 
puestos de trabajo en el sector público, bajo ningún tipo de relación funcionarial o contractual, sea ésta 
de naturaleza laboral o administrativa. Si no se solicita el reingreso al servicio activo dentro del mes 
siguiente al de la finalización del período aludido, el Departamento ministerial al que esté adscrito el 
Cuerpo o Escala del funcionario le declarará en excedencia voluntaria por interés particular.

5. Quienes pasen a la situación de excedencia voluntaria incentivada tendrán derecho a una mensualidad 
de las retribuciones de carácter periódico, excluidas las pagas extraordinarias y el complemento de 
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productividad, devengadas en el último puesto de trabajo desempeñado, por cada año completo de 
servicios efectivos y con un máximo de doce mensualidades.

Artículo 19. Efectos de la excedencia voluntaria

Las distintas modalidades de excedencia voluntaria no producen, en ningún caso, reserva de puesto 
de trabajo y los funcionarios que se encuentren en las mismas no devengarán retribuciones, salvo 
lo previsto en el apartado 5 del artículo anterior. No será computable el tiempo permanecido en esta 
situación a efectos de promoción, trienios y derechos pasivos.

Disposición transitoria segunda. Cómputo de plazos de la excedencia voluntaria por interés 
particular

Los funcionarios que el 1 de enero de 1994 se encontraran en la situación de excedencia voluntaria 
por interés particular podrán permanecer en ella hasta que transcurran, como máximo, quince años 
contados del siguiente modo:

a) A partir del 23 de agosto de 1984, si la excedencia les fue concedida con anterioridad a la entrada en 
vigor de la Ley 30/1984, de 2 de agosto.

b) Desde la fecha del pase a dicha situación, si la excedencia les fue concedida con posterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley expresada.

Artículo 20. Suspensión de funciones

1. La situación de suspensión de funciones podrá ser provisional o firme.

2. El funcionario declarado en suspensión firme de funciones deberá pasar a dicha situación en todos 
los Cuerpos o Escalas incluidos en el ámbito de aplicación de este Reglamento a los que pertenezca, a 
cuyo fin el órgano que acuerde la declaración de esta situación deberá poner ésta en conocimiento de 
los Departamentos ministeriales a que dichos Cuerpos o Escalas estén adscritos.

Artículo 21. Suspensión provisional

1. La suspensión provisional podrá acordarse preventivamente durante la tramitación de un 
procedimiento judicial o disciplinario.

2. Si durante la tramitación de un procedimiento judicial se decreta la prisión provisional de un 
funcionario u otras medidas que determinen la imposibilidad de desempeñar su puesto de trabajo, se 
le declarará en suspensión provisional por el tiempo a que se extiendan dichas medidas.

3. La suspensión provisional como medida preventiva durante la tramitación de un expediente 
disciplinario podrá ser acordada por la autoridad que ordenó la incoación del expediente, no pudiendo 
exceder esta suspensión de seis meses, salvo en caso de paralización del procedimiento imputable al 
interesado.

4. El suspenso provisional tendrá derecho a percibir el 75 por 100 de su sueldo, trienios y pagas 
extraordinarias, así como la totalidad de la prestación económica por hijo a cargo, excepto en caso de 
paralización del expediente imputable al interesado, que comportará la pérdida de toda retribución 
mientras se mantenga dicha paralización. Asimismo, no se acreditará haber alguno en caso de 
incomparecencia en el procedimiento disciplinario o proceso penal.

5. Cuando la suspensión no sea declarada firme, el tiempo de duración de la misma se computará 
como de servicio activo, debiendo acordarse la inmediata incorporación del funcionario a su puesto 
de trabajo, con reconocimiento de los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha de 
efectos de la suspensión.
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Artículo 22. Suspensión firme

1. La suspensión tendrá carácter firme cuando se imponga en virtud de condena criminal o sanción 
disciplinaria. La condena y la sanción determinarán la pérdida del puesto de trabajo, excepto cuando la 
suspensión firme no exceda de seis meses.

2. En tanto no transcurra el plazo de suspensión de funciones no procederá ningún cambio de situación 
administrativa.

3. El funcionario que haya perdido su puesto de trabajo como consecuencia de condena o sanción 
deberá solicitar el reingreso al servicio activo con un mes de antelación a la finalización del período de 
duración de la suspensión. Dicho reingreso tendrá efectos económicos y administrativos desde la fecha 
de extinción de la responsabilidad penal o disciplinaria.

4. De no solicitarse el reingreso en el tiempo señalado en el párrafo anterior, se le declarará, de oficio, 
en la situación de excedencia voluntaria por interés particular, con efectos desde la fecha de finalización 
de la sanción.

5. Si una vez solicitado el reingreso al servicio activo no se concede en el plazo de seis meses, el 
funcionario será declarado, de oficio, en la situación de excedencia forzosa prevista en el artículo 13.1.b) 
con efectos de la fecha de extinción de la responsabilidad penal o disciplinaria.






